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PREFACIO

Cuando Michael Bloomberg hacía campaña para su tercer mandato a la alcaldía de Nueva York, los medios de comunicación lo compararon injustamente con el oligarca romano Marco Licinio Craso, que había «desplegado su riqueza al servicio de ambiciones políticas personales» (Hertzberg, 2009, 27). Con una fortuna estimada de 18.000 millones de dólares en el 2010, Bloomberg había «gastado más de su propio dinero que cualquier otro individuo en la historia de Estados Unidos en la búsqueda de un cargo público». Es cierto que ambos hombres se pueden etiquetar de oligarcas. Sin embargo, la comparación resulta engañosa porque no reconoce los cambios decisivos producidos en el fenómeno de la oligarquía a lo largo de los siglos. Cuando oligarcas como Craso gastaban su dinero en un intento por llegar a cónsules, se trataba de una de las iniciativas más importantes que podían llevar a cabo políticamente si querían asegurar sus intereses oligárquicos fundamentales. Por el contrario, en los casos de modernos oligarcas estadounidenses como Bloomberg, la compra de cargos públicos con fondos privados obedece más a la vanidad que a motivos de supervivencia oligárquica.1 Además, y a diferencia de Roma, en Estados Unidos los oligarcas disfrutan de fuertes derechos de propiedad que otros hacen respetar, por lo que no necesitan gobernar para perseguir sus intereses fundamentales. Cuando ocupan un cargo, no es ni como ni para oligarcas. De hecho, es poco probable que Bloomberg el multimillonario hiciera algo diferente como alcalde si su carrera política se hubiera financiado íntegramente con donaciones o recursos públicos.

Ahora bien, si el ejercicio directo del poder resulta mucho menos decisivo para los oligarcas estadounidenses que en el caso de sus homólogos romanos, ¿por qué se le llama oligarca a alguien como Bloomberg? A lo largo de este libro argumentaremos que la respuesta radica en las formas tan distintas que tienen estos individuos poderosos de defender su riqueza en el contexto de una oligarquía civil como la de los actuales Estados Unidos. Un año después de esas acusaciones salieron a la luz noticias (Roston, 2010) que nos dan una visión más clara del comportamiento oligárquico de Bloomberg, puesto que detallaban de qué manera la fundación de su familia había movido cientos de millones de dólares a «diferentes destinos en el extranjero, algunos de ellos conocidos paraísos fiscales».2 Ocultar el patrimonio, reestructurarlo para evadir impuestos y diseñar complejas tapaderas son servicios muy bien pagados prestados a los oligarcas estadounidenses por un sofisticado conjunto de profesionales que forman lo que a partir de aquí llamaremos industria de defensa de la renta. La propia existencia de semejante industria es ya una expresión del poder y los intereses oligárquicos. Cuando estos potentados ocultan y protegen su dinero —causando, como consecuencia de ello, unas pérdidas anuales al fisco estimadas en 70.000 millones de dólares según las investigaciones realizadas por el Senado estadounidense—, los profesionales lo denominan «transacciones y sistemas transfronterizos agresivos de elusión fiscal», algo no solo desconocido para Craso, sino tan innecesario para garantizar sus intereses oligárquicos en tiempos romanos como gobernar lo es en la actualidad para garantizar los de Bloomberg. El presente libro hace un recorrido por aquello que tienen en común estas personas de distintas épocas, pero igualmente analiza cómo ha evolucionado la oligarquía a medida que cambiaban las circunstancias a las que se enfrentaban sus máximos ejemplos.

Existen numerosos casos relevantes —desde la Antigüedad hasta el día de hoy— en que las explicaciones disponibles sobre el ejercicio del poder por parte de las minorías y la influencia que ejercen sobre las mayorías resultan poco convincentes o están mal teorizadas. Si seguimos centrándonos por un momento en el caso de los Estados Unidos, consideremos el problema de la creciente desigualdad que se lleva arrastrando desde hace décadas. En 2004, un grupo de trabajo de la American Political Science Association (APSA) trató de explicar por qué una democracia tan viva como la estadounidense era cada vez más desigual en lo que respecta a la riqueza, y ello a pesar de los avances reales en la superación de desigualdades propias de otros ámbitos, como la raza, la etnia, el género, la orientación sexual o la discapacidad. El grupo de trabajo planteó la cuestión como un problema clásico de participación democrática.

El argumento resulta conocido: los pobres poseen, si contamos voto por voto, un poder potencial abrumadoramente mayoritario. Sin embargo, la participación, la capacidad, los recursos y la información aumentan a medida que se asciende en la escala de la prosperidad. Son estas ventajas las que articulan la capacidad de respuesta del Gobierno. Por tanto, la teoría tradicional se basa en la idea de que la escasa participación de los pobres y la plena participación de los ricos dan lugar a políticas que dejan atrás a los pobres. Esta óptica pluralista-democrática sería plausible si no fuera por un problema de índole mayor: examinados más de cerca, los datos sobre la riqueza y la renta en Estados Unidos muestran que la mayor parte de las ganancias en el origen de la enorme brecha patrimonial están concentradas en una franja de la población demasiado pequeña para justificar un poder y una capacidad de respuesta tan exagerados solo en base a su participación en el proceso democrático. Es decir, que las mayores ganancias fueron a parar a una décima e incluso una centésima parte del 1 % de los hogares más ricos. A partir de ahí, la caída de rentas es abrupta.

Desde el percentil 95 hacia abajo, los ingresos y la riqueza se estancaron o fueron negativos durante las décadas cubiertas por el estudio de la APSA. Y aún más contradictorio con la teoría tradicional es que la parte más rica de ese grupo ya de por sí en la cima consiguió desplazar la carga fiscal hacia abajo, no a la clase media o a los segmentos más pobres de la sociedad, sino a los hogares en el rango de ingresos del percentil 85 al 99. Una cosa es que los pobres, a pesar de su número, pierdan en el juego de la participación democrática. Sin embargo, la teoría de la democracia lo que suele decir es que los estadounidenses de la franja de ingresos absolutamente mayoritarios deberían contar con los votos, las capacidades y los recursos necesarios para impedir que una clase social mucho más minoritaria, aquella situada en la cima, se haga con una parte mucho mayor del pastel de la riqueza, y que eviten además las cargas fiscales correspondientes.

Un problema decisivo del estudio de la APSA es que el marco de análisis empleado es incapaz de tratar la concentración de la riqueza, y la influencia que proporciona, como un tipo de poder diferenciado por parte de las minorías a la hora de excluir o dominar a las mayorías. Las desigualdades políticas que surgen de las desigualdades de riqueza son cualitativamente diferentes de otras que se han abordado eficazmente en las últimas décadas a través de la participación democrática y los movimientos sociales. De hecho, el estudio APSA fue impulsado por el hecho preocupante de que la distribución de la riqueza se hacía más desigual en las mismas décadas en las que el resto de indicadores de injusticia mostraban mejoras importantes. El caso que presentamos en el capítulo 5 ofrece una explicación más plausible de cómo los oligarcas estadounidenses, amparados en la protección inviolable de la propiedad privada y ayudados activamente por una combativa industria de defensa de la renta que ellos financian generosamente, consiguen este resultado. Tanto en la historia de Estados Unidos como en sus equivalentes europeos (incluida Escandinavia), las pruebas resultan evidentes: cuando se produce una reducción de la desigualdad mediante transferencias gubernamentales a los pobres, la fracción más rica del 1 % en la cima desvía sistemáticamente sus cargas fiscales hacia abajo, hacia aquellos cuya riqueza no es suficiente para comprar una defensa eficaz.

La teoría oligárquica explica cómo y por qué ocurre esto. La premisa de partida es que la riqueza acumulada en manos de unos pocos individuos les confiere un poder que da como resultado distintos tipos de política oligárquica no necesariamente reflejados en un marco pluralista genérico. En lugar de considerar el de los ultrarricos como uno más entre los muchos grupos de interés en competencia (en este caso, todos los ricos), la teoría desarrollada en este libro sostiene que, independientemente de las otras formas de poder que puedan existir en la sociedad, la opulencia extrema influye profundamente en la capacidad de los oligarcas para defender y promover sus intereses fundamentales. Lo que resulta singular en el modo de actuar de los oligarcas es que esas fortunas gigantescas generan desafíos políticos concretos —necesidades de defensa de esa riqueza— y al mismo tiempo recursos de poder únicos en la persecución de esa defensa. Este enfoque ayuda a explicar por qué los que más pueden pagar son también los que más poder tienen para evitar hacerlo, y por qué en estos casos la habitual participación democrática es un antídoto ineficaz.

El reconocimiento de este hecho no equivale a negar —en relación con una amplia variedad de cuestiones— la existencia de un juego democrático pluralista en contextos como el estadounidense, ni a afirmar que la democracia representativa sea una farsa. Se trata más bien de reconocer que, en condiciones de estratificación económica extrema, existe también un ámbito oligárquico de poder y de política que utiliza resortes de poder diferenciados, que merecen una teorización específica. Este ámbito diferenciado del poder y el ejercicio político minoritarios resultado de la concentración de la riqueza resulta excepcionalmente resistente a todas las soluciones basadas en una mayor participación.

LA OLIGARQUÍA SEGÚN LOS DIFERENTES CONTEXTOS

Un encolerizado oligarca del sudeste asiático me confesó una vez: «Te voy a decir una cosa: a veces me entran ganas de financiar una revolución». Se trataba de un ejemplo clásico de poder oligárquico que a Craso le hubiera resultado familiar al momento. Sin embargo, esa confesión fue pronunciada a finales de 2007. Tras un sencillo cálculo, el oligarca en cuestión se había dado cuenta de que no le costaría más allá de 20 o 30 millones de dólares sacar a cien mil manifestantes a las calles de su capital durante un mes, una suma de dinero que consideraba barata. Valga decir que, en aquel caso concreto, el potentado no llegó a comprar una multitud para desestabilizar el régimen, solo daba rienda suelta a su frustración. Sin embargo, lo sorprendente —y lo que este libro ayuda a explicar— es cómo pudo considerar seriamente esa opción. La mayoría de nosotros lo veríamos un ejercicio absurdo. Para conseguir que los manifestantes se echaran a la calle y permanecieran allí durante un mes habría que liderar un movimiento de masas, y los seguidores tendrían que estar organizados y creer en la causa. Naturalmente, se necesitaría algo de dinero para la logística básica, pero desde luego no se podría pagar dietas a los manifestantes. Solo los oligarcas disponen de medios personales suficientes para considerar seriamente semejante tipo de acción política.

En otras ocasiones, hacen algo más que refunfuñar. En la primavera de 2010, el mundo entero fue testigo de lo que ocurre cuando los oligarcas gobernantes se enfrentan en las calles. En Tailandia se pudo ver, a través de impactantes imágenes de televisión, a tropas gubernamentales romper barricadas y desalojar violentamente a miles de manifestantes de los llamados camisas rojas en el parque Lumpini, en el corazón de Bangkok. Los corresponsales dejaron bien clara la participación de los camisas amarillas —los manifestantes del bando opositor— en la lucha. Sin embargo, más allá de esta simbología cromática, los detalles del conflicto político resultaban bastante más turbios. Faltaba en el relato el hecho de que esta batalla de camisas era también una pelea de titanes entre los oligarcas más poderosos de Tailandia, incluidos varios miembros de la familia real. Thaksin Shinawatra, magnate de las telecomunicaciones, demostró ser un maestro en la compra de resultados electorales: consiguió el cargo de primer ministro en 2001. Gracias al apoyo de los votantes más pobres, los de la zona noreste del país, su corrupto partido obtuvo una aplastante victoria para un segundo mandato en 2005. Los inquietos oligarcas de Bangkok, tan corruptos como Thaksin, fracasaron una y otra vez en su intento de superarle en las urnas.

Por su parte, Sondhi Limthongkul, magnate de los medios de comunicación y antiguo aliado de Thaksin, se tomó como algo personal varias decisiones del Gobierno que él entendía amenazaban sus negocios. Así que sumó su fortuna personal a las posibilidades que le ofrecía su imperio mediático y promovió, a finales de 2005 y en ese mismo parque Lumpini, diferentes movimientos de protestas encaminados a desestabilizar el régimen. Pero sus camisas amarillas acabaron desbancados por los camisas rojas de Thaksin. A lo largo de aquel conflicto hubo otros asuntos sobre el tablero político, como la corrupción, la democracia y la dignidad y los derechos de los oprimidos. En cualquier caso, fueron estos dos oligarcas quienes urdieron el estallido de aquella guerra entre los camisas de un bando y el otro mediante desembolsos gigantescos procedentes de sus enormes fortunas. En realidad, Sondhi no financió una revolución en sentido estricto, pero el falso ataque de poder popular que promovió resultó profundamente desestabilizador y acabó provocando la destitución de Thaksin tras un golpe militar incruento en 2006. Por su parte, Sondhi recibió el típico pago de la oligarquía gobernante: una mañana de abril de 2009 su coche fue acribillado por un centenar de disparos realizados con fusiles automáticos AK-47 y M-16. Sorprendentemente, consiguió escapar con solo un tiro en la cabeza. No se sabe cómo, escapó con solo unos pocos fragmentos de metralla alojados en el cráneo.3

La teoría oligárquica es indispensable para dar sentido a todos estos acontecimientos, y también resulta útil para desvelar algunos enigmas importantes. En Indonesia, por ejemplo, se encuentra muy extendida la percepción de que las cosas han evolucionado radicalmente desde la caída de Suharto en 1998, y, sin embargo, lo cierto es que apenas han cambiado. En 2009 fue clasificado como el país más democrático y a la vez como el más corrupto del Sudeste asiático, acosado por problemas políticos y económicos crónicos que parecen haberse agravado durante la transición democrática. Esos problemas se entienden a menudo como dolores de parto propios de la democracia. Sin embargo, la interpretación que hacemos en el capítulo 4 sostiene que en 1998 hubo dos transiciones: por un lado, la evidente de la dictadura a la democracia, pero también por otro, independiente de la primera y muy distinta, de la oligarquía sultanista controlada por Suharto a otra oligarquía gobernante que nunca ha sido controlada desde que el dictador fuera depuesto. Esta segunda transición, no menos importante que la primera, es el origen de muchas de las dificultades de Indonesia. Por qué esto es así solo se puede explicar a través de una teoría capaz de discernir el poder y la política de los oligarcas. A menudo malinterpretado como un problema de calidad democrática, el resultado en ese país asiático ha sido la aparición de una democracia criminal formada por oligarcas que utilizan su riqueza tanto para competir deslealmente por los cargos como para derrotar al Estado de derecho cuando se meten en líos por corrupción o por causar desastres medioambientales.4 En este libro sostenemos que la forma concreta en que la democracia ha sido maniatada y alterada desde la caída de Suharto se explica mejor mediante una teoría económica oligárquica.

El caso de Singapur plantea un problema similar, pero de manera inversa. Más que una democracia criminal, la ciudad-Estado constituye un buen ejemplo de legalismo autoritario caracterizado por un Estado de derecho fuerte pero sin democracia. En Singapur los oligarcas están bastante controlados por un marco legal que en su aplicación es fiable e impersonal, pero, sin embargo, no existen libertades cívicas. La teoría oligárquica predice que las fuertes salvaguardias en el ámbito de la propiedad y los contratos, incluidos los acuerdos que protegen a los oligarcas unos de otros, pueden llegar a coexistir, y de hecho coexisten, con las libertades democráticas. Sin embargo, el caso de Singapur demuestra, en contraposición a Indonesia, que no existe una relación necesaria entre derecho y democracia, e incluso que el mismo marco judicial puede defender sistemáticamente una justicia imparcial en asuntos de propiedad mientras pisotea una y otra vez los derechos humanos de los oponentes políticos. Se supone que los regímenes autoritarios no poseen sistemas jurídicos sólidamente institucionalizados e independientes. La teoría oligárquica ayuda a explicar por qué a veces sí los tienen.

Además de las cuestiones críticas planteadas en los ejemplos anteriores, otra que analizamos en todos los casos que abordamos en este libro es la importante relación que existe, a lo largo de la historia y de los distintos oligarcas, entre las presiones ejercidas para defender su emporio de toda amenaza y el lugar donde se ejerce la coerción indispensable para esa defensa. Una teoría de la oligarquía que haga hincapié en el poder económico y sitúe en su centro los retos de la defensa de la riqueza resultará muy útil a la hora de explicar no solo el cambio de roles coercitivos entre los propios oligarcas y los Estados garantes de la propiedad, sino también el motivo por el cual los oligarcas parecen aparecer y desaparecer. Ello tiene importantes implicaciones para diversos estudios de las ciencias sociales, pero especialmente para los análisis de la tradición que hace la nueva economía institucional.

ESTRUCTURA Y CASOS

Será conveniente explicar brevemente lo que se pretende y lo que no en este libro. En primer lugar, abordaremos el fenómeno de la oligarquía a través de los oligarcas, entendidos estos como individuos empoderados por la riqueza. En el capítulo 1 presentamos una explicación más completa de este concepto, pero con el fin de evitar confusiones conviene subrayar aquí que colectividades tales como las empresas no desempeñan un papel fundamental en la definición de oligarca o de la teoría oligárquica. Los oligarcas sí pueden ser propietarios únicos o mayoritarios de corporaciones y utilizarlas como instrumentos personales de poder, y en ese contexto las empresas sirven como vehículos para amplificar los intereses de los oligarcas que las dirigen. Durante algunos periodos en la historia, este ha sido el patrón dominante. Sin embargo, la propiedad de las corporaciones también puede guardar formas enormemente difusas e impersonales, y ser dirigidas por clases directivas que en ocasiones incluyen a los propios trabajadores o al Estado. Los oligarcas existían mucho antes de que aparecieran las empresas, y continúan existiendo a pesar del auge del capitalismo gerencial y de la propiedad estatal (o de los trabajadores) de esas compañías. Por tanto, las empresas no deben considerarse marginadas de la teoría oligárquica, sino instrumentos potenciales al servicio de los oligarcas.5

Un segundo punto afecta a la dimensión internacional, que históricamente tiene que ver con la cuestión más amplia de la movilidad de los oligarcas por territorios y fronteras. Los casos examinados en este libro incluyen frecuentes situaciones en que estas personas actúan (normalmente de forma violenta) en el extranjero. La mayoría de las veces lo han hecho dentro de un organismo colectivo, por ejemplo, como jefes de ejércitos invasores promovidos por otras oligarquías próximas geográficamente, bien sean guerrilleras o gobernantes. El presente libro no elude el análisis de cómo interactúan los oligarcas actuales en el ámbito transnacional, sobre la manera que tienen de proyectar su poder (ya sea como individuos o colectivamente a través de instrumentos corporativos) o defender sus intereses. Ahora bien, un análisis así constituye una empresa de gran envergadura que queda fuera del alcance de este libro. Por otro lado, la teoría de las relaciones internacionales se centra mucho más en los Estados y las organizaciones que en las personas. Por tanto, es poco probable que un estudio sobre los oligarcas y la oligarquía pensado para arrojar luz sobre el poder y las motivaciones de los actores en el plano individual (incluso cuando cooperan entre ellos) pueda aplicarse sin modificaciones importantes a la interacción entre los Estados.

La selección de casos ha sido una tarea hercúlea en el curso de la redacción del libro. Los escogidos lo han sido por motivos tanto de análisis como de practicidad. En cuanto a lo primero, se eligieron aquellos que pudieran aclarar y ampliar aspectos importantes de la teoría oligárquica, y ofrecer comparaciones y contrastes útiles. También se eligieron a propósito casos que demostraran el alcance histórico y contextual del enfoque. No se trata de que los oligarcas de la antigua Roma sean intercambiables con los de Estados Unidos o las Filipinas actuales. Más bien se trata de que los oligarcas de todos los casos analizados posean un poder que emane de su riqueza y ejerzan una actividad intensa para defenderla, y también que persigan la defensa de la riqueza de diferentes maneras y en contextos muy variados. Los casos fueron seleccionados y organizados de forma que estas diferencias y variaciones quedaran reflejadas con la mayor nitidez posible. El resultado es una yuxtaposición de materiales a veces chocante, pero totalmente intencionada.

Por lo que se refiere al aspecto práctico, los casos se eligieron porque el autor podía hablar de ellos con un grado razonable de confianza (e incluso existiendo esa confianza, con algunas disparidades evidentes). Tras abandonar varios ejemplos por limitaciones de espacio, el libro finalmente explica con amplitud situaciones ocurridas en Estados Unidos, las antiguas Atenas y Roma e Indonesia, y análisis comparativos algo más breves (aunque detallados) de otras en Filipinas, Singapur y las ciudades-Estado italianas medievales, especialmente Venecia y Siena. También incluye análisis más sucintos sobre las llamadas Comisiones mafiosas de Estados Unidos e Italia, los clanes enfrentados en el Kentucky del siglo XIX (concretamente en la región de los Apalaches) y los primeros jefes, señores de la guerra y oligarcas de alrededor del 2300 a. C.

En cuanto a la estructura del libro, comienza con un capítulo teórico en el que se establecen los fundamentos materiales de la oligarquía. También se introduce el importante concepto de defensa de la riqueza, y se establece una tipología de cuatro clases de oligarquía que han predominado a lo largo de la historia: guerrera, gobernante, sultanista y civil. Dedicamos un bloque a cada una de ellas, con desarrollos teóricos adicionales y ejemplos de casos presentados en cada uno de ellos. Los capítulos podrían haberse expuesto en cualquier orden: la razón principal por la que se eligió este concreto es que en las oligarquías guerreras los actores están más comprometidos personalmente en el gobierno y la coerción y operan de manera más fragmentada. En las civiles, situadas en el extremo contrario, los oligarcas se encuentran totalmente desarmados, no gobiernan y se someten a las leyes de defensa de la propiedad dentro de Estados institucionales altamente burocráticos. Las otras dos formas intermedias, la gobernante y la sultanista, presentan ciertas características híbridas. A pesar de la apariencia de una progresión evolutiva a través de estos tipos (y en especial la aparición decididamente tardía de la forma civil), no existe una linealidad evidente en la historia de la oligarquía.

Los estudios estructurados en torno a tipologías pueden resultar por momentos estáticos. Sin embargo, hay elementos muy dinámicos en los casos presentados, y en varios de ellos se siguen y explican importantes transformaciones. Dicho esto, una teoría unificadora del cambio oligárquico de un tipo a otro (suponiendo que tal teoría sea posible) queda fuera del alcance de este libro. El último capítulo ofrece una breve conclusión en la que se abordan determinadas cuestiones y comparaciones no desarrolladas en los demás capítulos. También se analiza cómo la teoría oligárquica entronca con importantes estudios y temas propios de las ciencias sociales.


I

LOS FUNDAMENTOS MATERIALES DE LA OLIGARQUÍA

El de oligarquía es uno de los conceptos más utilizados y al tiempo peor teorizados de las ciencias sociales. Hace ya más de cuatro décadas, James Payne (1968) aseguró que el concepto era «un embrollo», y más recientemente, Leach (2005) le aplicó la etiqueta más actual de «subespecificado».1 Por su parte, la International Encyclopedia of the Social Sciences define la oligarquía como «una forma de gobierno en la que el poder político se encuentra en manos de una pequeña minoría», y añade que «deriva de la palabra griega oligarjía (gobierno de unos pocos), compuesta de olígoi (pocos) y árjein (gobernar)» (Indridason, 2008, 36).2 Las referencias a los oligarcas y a la oligarquía resultan abundantes, y, sin embargo, las perspectivas teóricas empleadas en los distintos casos y periodos históricos tienen muy poco en común. Por ejemplo, apenas existe una coincidencia de conceptos según se aplique el término a los oligarcas filipinos, a los rusos o a los medievales.

La mención de los oligarcas resulta especialmente abundante en los estudios relacionados con países poscoloniales y poscomunistas. Sin embargo, el término aparece con menos frecuencia en contextos industriales avanzados, en gran parte porque se suele pensar que la democracia representativa implica una superación de la oligarquía. Así, la opinión dominante entre los americanistas es que, casi por definición, las democracias pluralistas no pueden ser oligárquicas.3 En ese sentido, los estudios que analizan las múltiples dimensiones del poder e influencia de las minorías en Estados Unidos, incluso mencionando a los oligarcas, se centran casi por completo en las formas de poder de las élites y no en las propiamente oligárquicas, una distinción importante que se explicará más avanzado este capítulo.

Esa misma falta de claridad se extiende a los debates sobre el concepto de oligarquía basados en Aristóteles (1996 [350 a. C.]) y Michels (2001 [1911]), dos de los teóricos más destacados. ¿Qué estudiante de licenciatura no ha conocido la famosa tipología de Aristóteles según la cual las formas de gobierno se definen por el uno, los pocos o los muchos? Sin embargo, la perspectiva teórica de Aristóteles a propósito de la oligarquía rara vez se desarrolla de forma completa o precisa; sorprende a numerosos investigadores sociales que el número de personas en el gobierno no constituya el fundamento principal de la teoría aristotélica para diferenciar la oligarquía de la democracia. Respecto a Michels, la misma confusión existe a propósito de su famosa «ley de hierro de la oligarquía» que, cuando se examina de cerca, resulta no ser en absoluto una teoría de la oligarquía, sino más bien un análisis de cómo las élites acaban dominando la totalidad de las organizaciones complejas. La mayoría de las sociedades, aunque no todas, son oligárquicas, si bien no por las razones que Michels subraya.

El significado de la oligarquía resulta tan inconexo que casi cualquier sistema político o comunidad que no alcance una participación plena y constante de sus miembros muestra posiblemente tendencias oligárquicas.4 Una nomenklatura de estilo soviético es una oligarquía, pero también lo es la junta directiva de una asociación local de padres o profesores o un grupo influyente de ancianos dentro de una comunidad.5 Los multimillonarios rusos son oligarcas, pero también lo son los cardenales de la Iglesia católica. Las estructuras de autoridad interna de los consejos de administración de las empresas son oligárquicas (cuando no dictatoriales), e incluso las democracias representativas en las que unos pocos son elegidos por la mayoría para definir las líneas políticas han sido criticadas como oligarquías. Mientras tanto, se ha llamado oligarcas a figuras de todo tipo que ejercen un poder exagerado, ya sea dentro o fuera de un gobierno. En este batiburrillo de interpretaciones falta reconocer que no todas las formas de poder, influencia o gobierno de las minorías son iguales. No tiene sentido calificar de oligarquía a cualquier minúsculo subconjunto de personas que ejerce una influencia desproporcionada en relación con su número. Las minorías dominan a las mayorías en muchos contextos diferentes: lo que importa es cómo lo hacen y, sobre todo, con qué recursos de poder.6

A pesar de la confusión reinante, el concepto de oligarquía es —y los oligarcas son— de la máxima importancia a la hora de entender la política, ya sea esta de tiempos pasados o contemporánea, de países pobres o industrialmente avanzados. El principal problema es que ese concepto no encuentra una definición clara. La solución reside en definir a los oligarcas y la oligarquía de forma precisa, coherente, y que al mismo tiempo proporcione un marco analítico lo suficientemente amplio como para ser manejado con solvencia teórica en toda una diversidad de casos. Lo del gobierno de unos pocos no es suficiente. El presente libro se propone aclarar, precisar y aplicar la teoría de los oligarcas y la oligarquía haciendo hincapié, como hizo Aristóteles, en los fundamentos materiales de los conceptos. Para los primeros estudiosos de la política, «el factor riqueza era generalmente reconocido como una condición esencial de la oligarquía» (Whibley, 1896, 22). Más que cualquier otra causa, la fuente de ese embrollo crónico radica en el alejamiento conceptual de la conexión entre riqueza y oligarquía.

Tenemos dos elementos importantes a la hora de empezar a definir qué son los oligarcas y qué es la oligarquía. El primero de ellos es la base del poder minoritario oligárquico. Todas las formas de influencia minoritaria se basan en concentraciones extremas de poder y se deshacen mediante dispersiones radicales de ese poder. Sin embargo, los diferentes tipos de poder son más o menos vulnerables al reparto, e igualmente los métodos políticos para lograr ese reparto varían enormemente. Por ejemplo, el control exclusivo de los eunucos sobre determinados puestos influyentes del Gobierno imperial chino se pone en entredicho mediante una lucha organizada exclusivamente en el seno de la función pública y la burocracia chinas a favor de cambios que redefinan el acceso a esos cargos. El acceso exclusivo a los derechos civiles por parte de una raza o grupo religioso dominante puede cuestionarse mediante la participación, movilización y resistencia de las razas o religiones excluidas, dispersando así esa exclusividad y poniendo fin a la discriminación. El dominio de un territorio o comunidad por parte de un subgrupo violento, como una banda o una mafia, puede deshacerse armando a todos los demás hasta un nivel igual o superior que el de la minoría dominante, o cortándoles el acceso a los instrumentos de coerción. Todos estos casos implican diferentes tipos de poder concentrado en una élite y diferentes formas de disgregar ese poder.

Los oligarcas se distinguen del resto de minorías con poder en que la base de su influencia —la riqueza material— resulta resistente en grado extremo al reparto y la igualación. No se trata solo de que sea complicado diluir el poder económico de los oligarcas; es que un patrimonio privado gigantesco constituye ya de por sí una forma extrema de desequilibrio de poder social y político que además —a pesar de los grandes avances logrados en los últimos siglos frente a otras fuentes de injusticia— ha conseguido, ya desde la Antigüedad, mantener la idea de que es injusto intentar corregirla. La idea de que es un error intentar redistribuciones importantes de la riqueza aguanta el paso de los siglos hasta límites sorprendentes, ya hablemos de dictaduras, democracias, monarquías, sociedades agrícolas o estructuras posindustriales. No puede decirse lo mismo de las actitudes hacia la esclavitud, la exclusión racial, la dominación de género o la negación de los derechos civiles.

El segundo elemento relevante es el alcance del poder que ejerce la minoría oligárquica. Veamos un ejemplo que ayudará a comprenderlo: imaginemos un jugador aficionado a los bolos que juega una liga dominada durante años por un grupo excluyente de fanáticos de ese deporte con fuertes relaciones entre ellos. Ese grupo controla todas las decisiones importantes relacionadas con la liga: nombramiento de los directivos, programación del calendario, normativa sobre bebidas, dirección de los torneos o aprobación de logotipos y colores en las camisetas. Aunque se trata sin duda de un caso odioso de poder e influencia minoritarios, no es una oligarquía, porque ese jugador de bolos puede abandonar fácilmente la liga y escapar del alcance o el ámbito de tal dominación. Y, en caso de que lo hicieran otros muchos jugadores, existe la posibilidad de que el grupo al mando aceptara un mayor reparto del poder en respuesta a esos indicios de éxodo masivo. Además, si se resistieran a repartir el control hasta el amargo final, la liga y su poder minoritario se derrumbarían. Una oligarquía es diferente en el sentido de que el alcance del poder minoritario se extiende tan ampliamente por el espacio o la comunidad que la salida resulta casi imposible o prohibitivamente costosa. Por tanto, para ser digno de ese nombre, el poder oligárquico debe basarse en una forma de influencia que sea extraordinariamente resistente a su reparto y de alcance sistémico.7

La comprensión de los oligarcas y de la oligarquía empieza por la observación de que la desigualdad económica extrema produce una desigualdad política extrema. Esta afirmación genera considerable confusión y controversia porque la mayoría de las interpretaciones de la democracia se fundamentan en la igualdad política, en términos de acceso y participación en el proceso político. Una nación se convierte en democrática y supera la desigualdad política cuando extiende los derechos a todos los miembros de una comunidad para que participen libre y plenamente, voten, hablen, se reúnan, accedan a la información, disientan sin intimidación y ocupen cargos incluso en los niveles políticos más altos.8 La desigualdad económica entre los ciudadanos se reconoce ampliamente como una cuestión política importante, pero no como una fuente determinante de desigualdad en el ejercicio del poder.9

La realidad es que la riqueza desproporcionada en manos de una pequeña minoría genera importantes ventajas de poder en el ámbito político, incluso en contextos democráticos. Afirmar lo contrario es ignorar siglos de análisis político que bucean en la íntima asociación entre riqueza y poder. En 1878, Émile de Laveleye escribió que «los filósofos y legisladores de la Antigüedad sabían bien, por experiencia, que la libertad y la igualdad política solo pueden existir cuando se apoyan en la igualdad de condiciones».10 Más recientemente, fue Robert Dahl (1985, 4) quien se hizo eco del mismo nexo fundamental entre poder económico e influencia política. Se refería a los millonarios barones ladrones surgidos en Estados Unidos en la segunda mitad del siglo XIX como un «cuerpo de ciudadanos muy desiguales en cuanto a los recursos que podían aportar a la vida política». La afirmación pura y simple es que la distribución de los recursos materiales entre los miembros de una comunidad política, sea o no democrática, ejerce una profunda influencia en su poder relativo. Cuanto más desigual es la distribución de la renta, más exagerado es el poder e influencia de los individuos enriquecidos y más intensamente afecta esa brecha económica a sus motivos y objetivos políticos. Por tanto, el estudio de los oligarcas y de la oligarquía se centra en el poder nacido de la riqueza y en el ejercicio concreto de la política relacionado con ese poder. Este énfasis en las implicaciones políticas de las disparidades materiales —en la «desigualdad de condiciones»— hace que los modelos oligárquicos de poder y exclusión de las minorías sean diferentes de todos los demás casos.

Dado que equiparar dinero con poder es casi un axioma en teoría política, resulta sorprendente que haya tanta resistencia a la afirmación de que, en el seno de las democracias, las grandes desigualdades económicas generan desigualdades también enormes en el poder e influencia políticos. Es muy difícil derrotar a un candidato que dispone de una montaña de dinero para hacer campaña. Los movimientos políticos bien financiados son más influyentes que los que disponen de recursos limitados. Dentro de un gobierno, los ministerios con presupuestos enormes gozan de un poder mucho mayor. Y sin embargo, cuando en una democracia hay ciudadanos con recursos materiales igualmente enormes, sigue generando controversia argumentar que disfrutan de grandes ventajas políticas o que constituyen una categoría separada de actores ultrapoderosos, y que muestran un conjunto básico de intereses políticos comunes vinculados a la defensa de su riqueza. Si resulta que el dinero es poder (y está claro que lo es), entonces necesitamos una teoría para entender cómo los acaudalados hasta el extremo son poderosos hasta el extremo. Dicha teoría debe explicar de qué forma la acumulación de riqueza genera capacidades, motivaciones y problemas políticos particulares para quienes la poseen. Y también debe ser sensible a cómo ha cambiado a lo largo del tiempo la política ligada al poder económico, y por qué.

HACIA UNA TEORÍA DE LA OLIGARQUÍA

La mayoría de teorías sobre la oligarquía comienzan definiendo el término como alguna variante del gobierno de unos pocos, y a partir de ahí van en busca de casos reales. Nosotros vamos a invertir el enfoque. Primero definiremos a los oligarcas, y después pasaremos a tipificar las oligarquías. Si tomamos y adaptamos la teoría de los recursos de poder (Korpi, 1985), los oligarcas se definen de una manera fija para todos los contextos políticos y periodos históricos: son actores que dirigen y controlan grandes concentraciones de recursos materiales, los cuales pueden utilizar con el fin defender o mejorar su riqueza personal y su posición social exclusiva. Además, los recursos deben estar disponibles para ser utilizados en beneficio de sus intereses personales, aunque no sean de su propiedad.11 Cuando la riqueza personal extrema resulta imposible o no existe, tampoco hay oligarcas. Y aquí surgen enseguida tres puntos relevantes. En primer lugar, la riqueza es una forma material de poder diferente de todos los demás recursos de poder susceptibles de concentrarse en manos minoritarias. En segundo lugar, es importante que el mando y el control de los recursos sean para beneficio o funcionamiento personal y no institucional: los oligarcas son siempre individuos, nunca corporaciones u otras colectividades. En tercer lugar, la definición de oligarca se mantiene constante a lo largo del tiempo y para todos los casos. Estos factores son los que definen sistemáticamente a los oligarcas, los que los distinguen de las élites y los que diferencian la oligarquía de otras formas de dominación minoritaria.

¿Y qué es la oligarquía? Antes de ofrecer una definición, debemos introducir el concepto de defensa de la riqueza. Como actores extremadamente ricos, los oligarcas se enfrentan a problemas y retos políticos concretos directamente relacionados con los recursos materiales de poder que poseen y utilizan dentro de las sociedades estratificadas. Todos los ciudadanos de a pie quieren que sus posesiones personales estén protegidas contra el robo. Sin embargo, la obsesión por la propiedad que caracteriza a los oligarcas va mucho más allá de la protección. El hecho de ser dueños de una fortuna pone en primer término su preocupación por conservarla.12 Además, los oligarcas son los únicos capaces de utilizar su propia riqueza para defenderla: a lo largo de la historia, sus enormes fortunas e ingresos han concitado diferentes amenazas, incluso a la misma propiedad privada como concepto o institución. La actuación política de los oligarcas a lo largo de los siglos gira siempre en torno a la naturaleza de estas amenazas y al modo de defender su riqueza frente a ellas. Su defensa de la riqueza presentará dos vertientes: la defensa de la propiedad (asegurar los derechos fundamentales de riqueza y propiedad) y la defensa de los ingresos (mantener la mayor parte posible del flujo de ingresos y beneficios que mantienen esa riqueza de acuerdo con unos derechos de propiedad). Aquí nos limitamos a esbozar el tema de la defensa de la riqueza en relación con la importante distinción entre demandas de propiedad y derechos de propiedad, pero lo trataremos en mayor profundidad más adelante en otra sección.

Una vez establecida una definición clara de los oligarcas e introducida la noción de defensa de la riqueza, ya es posible definir la oligarquía, que se refiere a la política de defensa de la riqueza por parte de actores que poseen los medios materiales para ello. Esa defensa implica retos y capacidades específicos que no comparten otras formas de dominación o exclusión por parte de diferentes minorías. La oligarquía explica cómo se persigue esa defensa, un proceso que varía mucho en función de los contextos políticos y los periodos históricos. Pero la definición del término es fija, por mucho que las oligarquías concretas adopten formas diversas. Como ya hemos insinuado, la fuente más importante de diferencias reside en la naturaleza de las amenazas a sus propiedades y riqueza, y en cómo se gestiona políticamente el problema básico de su defensa. La estratificación económica extrema de la sociedad genera conflictos sociales, y las distribuciones muy desiguales de la riqueza no son posibles fuera de un contexto de imposición, lo que significa que las demandas y derechos de propiedad no pueden separarse de la coerción y la violencia. Así pues, las variaciones entre oligarquías están estrechamente relacionadas con dos factores clave: en primer lugar, el grado de implicación directa de los oligarcas a la hora de proporcionar la coerción necesaria para reclamar la propiedad, vinculado a si esos oligarcas están armados a título personal y participan directamente en el gobierno; y en segundo lugar, si ese gobierno es individualista y fragmentado o colectivo y más institucionalizado.

Dicho de otro modo, el compromiso político directo de los oligarcas se encuentra fuertemente mediatizado por el régimen de propiedad de la sociedad estratificada en que se insertan. Cuanto mayor sea la necesidad que tengan de defender su propiedad sin intermediarios, más probable será que la oligarquía adopte la forma de gobierno directo por parte de los propios oligarcas, aunque con otros recursos y funciones, como por ejemplo ocupar cargos en el gobierno, o bien superponerse o mezclarse con su sustrato de poder económico. De ello se deduce que encontrarse en una posición de gobierno no define en sí mismo a un oligarca, sino que se refiere solo un tipo concreto de oligarquía. Hay muchos caminos para defender una estratificación económica extrema. Por tanto, la prominencia de los oligarcas cambia en función de cómo se defiende la riqueza y de quién o qué la defiende.

En aquellos otros sistemas en que la propiedad privada se defiende externamente de una manera fiable (especialmente con un Estado armado que posee instituciones y derechos de propiedad y otras normas sólidas), los oligarcas no tienen ninguna necesidad imperiosa de ir armados o de participar directamente en funciones políticas. Lo que cambia en estos casos —donde hemos pasado de demandas de propiedad autoimpuestas a derechos de propiedad impuestos desde el exterior— no es la existencia de oligarcas, sino la naturaleza de su compromiso político. No desaparecen solo porque no gobiernen ellos mismos o no participen directamente en la coerción que defiende sus fortunas. Aquí la implicación política de estas personas es más indirecta porque se centra menos en la defensa de la propiedad, carga que se traslada a un Estado burocrático impersonal. Sin embargo, su implicación política vuelve a ser más directa cuando actores o instituciones externos no defienden la propiedad de forma fiable.

Por tanto, el régimen de propiedad condiciona la política de defensa de la riqueza, haciéndola más o menos directa y desplazando el énfasis relativo que los oligarcas otorgan a la defensa de la propiedad hacia un mayor peso de la defensa de los ingresos. Además, esta última adquiere de repente una mayor importancia cuando la única amenaza restante para los oligarcas es un Estado que se quiere redistribuidor de la riqueza a través de los impuestos sobre la renta y el patrimonio.

La oligarquía no se refiere a toda acción política que los oligarcas ejerzan con su dinero y su poder. De hecho, no es infrecuente que empleen su patrimonio en diferentes cuestiones y batallas políticas que les preocupan profundamente y que, sin embargo, nada tienen que ver con la defensa de la riqueza y de su posición oligárquica. Cuando esto ocurre, la influencia y poder ejercidos a título individual pueden equipararse fácilmente a los de grandes colectividades de actores políticos que persiguen sus objetivos por medio de grupos de interés o políticas pluralistas. Sin embargo, los oligarcas son tan propensos como cualquier otro ciudadano a anularse mutuamente en sus diversas luchas a favor y en contra de cuestiones que van desde el derecho al aborto hasta la mejora de las normas medioambientales o las leyes sobre armas. Y otros oligarcas optan por permanecer políticamente inactivos. El poder que se tiene no siempre es poder que se usa.13 La oligarquía se refiere, en sentido estricto, a un conjunto de cuestiones y políticas de defensa de la riqueza en torno a las cuales se alinean, comparten y cohesionan los motivos e intereses de los oligarcas.

OLIGARCAS Y ÉLITES

La perspectiva materialista de los oligarcas y la oligarquía resulta útil para distinguir los tipos de poder e influencia de las distintas minorías en función de los distintos tipos de resortes de poder a su disposición. De ello se hablará más ampliamente en la siguiente sección. Sin embargo, la teoría oligárquica no puede avanzar mientras no se separe en el análisis de la teoría mucho más amplia de las élites. Normalmente, el término élite sirve como concepto paraguas que engloba a todos los actores poseedores de un poder minoritario concentrado en la cúspide de una comunidad o un Estado. Desde este punto de vista, los oligarcas serían simplemente una categoría especial de élites económicas. Es una formulación que desde ahora rechazamos aunque vaya en contra de los usos habituales y de una gran cantidad de estudios en ciencias sociales. Desde los trabajos de Pareto y Michels en particular, los teóricos de las élites han erosionado en sus estudios el concepto de oligarquía, al oscurecer el papel primordial del poder económico. Esto resulta particularmente evidente en los trabajos sobre las élites en Estados Unidos que, por muy reveladores que sean de otros aspectos del poder desigual, no consiguen iluminar los aspectos específicamente oligárquicos del ejercicio del poder y la política.

Tanto las élites como los oligarcas ejercen su poder e influencia desde una posición minoritaria. Sin embargo, su capacidad para hacerlo se basa en dinámicas de poder radicalmente distintas, lo que ha producido consecuencias y resultados políticos totalmente divergentes. Una de las divergencias más importantes es que casi todas las formas de influencia minoritaria de las élites han sido cuestionadas de manera importante a través de la lucha y el cambio democráticos, mientras que el poder oligárquico, debido a su naturaleza diferente, no lo ha sido.14 Los teóricos de las élites no tienen una explicación de por qué el inmenso poder político de los oligarcas resulta tan resistente a las sucesivas oleadas democráticas salvo a las más radicales, y, justamente, las democracias existentes fueron conscientemente diseñadas para impedir ese radicalismo. Los oligarcas pueden mostrar formas de ejercer el poder propias de las élites, ya sea superpuestas o mezcladas con su clase económica definitoria. Esto los convertiría simultáneamente en oligarcas y élites. Pero ninguna élite puede ser oligarca si no ostenta y despliega a título personal un enorme poder económico.

De las anteriores definiciones debería desprenderse que un oligarca no es necesariamente lo mismo que un capitalista, un propietario de empresa o un director general del sector privado. Al hacer hincapié en la propiedad de los medios de producción, la teoría de la burguesía capitalista propuesta por Marx se centra en el poder de los actores que hacen uso de recursos materiales en el ámbito económico con efectos sociales y políticos relevantes. En la teoría oligárquica, el foco se pone en el poder de los actores que despliegan recursos materiales en el ámbito político con efectos económicos relevantes. Ambos enfoques son materialistas, pero de forma diferente. Ni los oligarcas ni la oligarquía se definen por un modo concreto de producción o recaudación de plusvalías. Ni tampoco la oligarquía se define por un conjunto concreto de instituciones, razón por la cual es tan resistente a las reformas institucionales. Un señor feudal podía ser un oligarca, pero está claro que no era un capitalista. Un empresario puede ser un capitalista y, sin embargo, poseer a título privado demasiado poco poder económico como para ser un oligarca. Tal vez un director general de una gran empresa despliegue ingentes recursos materiales en nombre de los accionistas, pero seguirá percibiendo un salario personal que dista mucho de lo que necesitaría para ejercer un poder oligárquico. Esa persona forma parte de la élite empresarial, pero no es un oligarca. Del mismo modo, puede que los altos funcionarios del Gobierno (también élites) asignen diariamente miles de millones de dólares procedentes del presupuesto nacional y, sin embargo, apenas dispongan privadamente de los recursos de un ciudadano de clase media alta. Sin embargo, si esos mismos funcionarios fueran corruptos y amasaran fortunas personales (aunque conseguidas ilegalmente), ahora serían simultáneamente élites en el gobierno y oligarcas potencialmente participantes en la política de defensa de la riqueza.

En un marco marxista, el énfasis analítico se pone en el poder de las clases propietarias e inversoras, y está basado tanto en su control del capital inversor como en la exacción a sus productores primarios de las plusvalías que generan. Nada en el enfoque materialista de la oligarquía desarrollado en este libro entra en conflicto con ese razonamiento. Lo que sí hay es un cambio de énfasis, centrado más en las políticas de defensa de las desigualdades materiales extremas. La premisa esencial de que los oligarcas se definen por su riqueza extrema, y que la riqueza extrema resulta imposible sin medios de defensa, da lugar a una teoría de la oligarquía que se pregunta de qué forma varían las amenazas a la riqueza y cómo varían también las respuestas políticas para defender la riqueza frente a esas amenazas. Se trata de una perspectiva influida tanto por el materialismo histórico de Marx como por el énfasis puesto por Weber en el lugar que ocupan los medios de coerción dentro de su definición clásica del Estado contemporáneo.

Otra diferencia entre la teoría de Marx sobre la burguesía capitalista y la teoría de los oligarcas y la oligarquía que se ofrece aquí se refiere al problema de la fragmentación y la coherencia. Un problema importante que afecta a la teoría de los capitalistas como grupo de poder es que, dependiendo de su sector, tamaño o incluso nacionalidad, sus intereses políticos como inversores chocan a menudo o se entrecruzan. Por tanto, una teoría de los oligarcas y la oligarquía centrada en la defensa de la riqueza es propensa a muchas menos disensiones y conflictos sobre el conjunto básico de objetivos políticos vinculados a asegurar la propiedad y preservar la riqueza y los ingresos. Los oligarcas pueden discrepar sobre muchas cosas y, dependiendo de la situación, pueden incluso luchar violentamente para arrebatarse sus fortunas unos a otros. Sin embargo, siguen compartiendo un compromiso ideológico y práctico básico con la defensa de la riqueza y el patrimonio, y en presencia de algún tipo de Estado, con las políticas que favorecen sus objetivos de defensa de la riqueza.

La elevada concentración de poder económico en manos de algunos actores no es algo nuevo, ni tampoco es un invento que haya llegado con el mundo moderno. El auge de las instituciones y la política contemporáneas, incluida la aparición de la democracia, no ha eliminado a los oligarcas ni ha dejado políticamente obsoleta a la oligarquía. Ello se debe a que la democracia representativa carece prácticamente de restricciones capaces de limitar con eficacia las formas materiales de poder que ejercen los oligarcas. De hecho, es en las democracias industriales avanzadas donde algunas de las mayores concentraciones de riqueza son controladas personalmente y desplegadas políticamente por minorías muy pequeñas con objetivos oligárquicos. Esto significa que incluso sistemas que son democráticos en todos los demás aspectos siguen conteniendo importantes asimetrías de poder cuando hay recursos materiales enormes concentrados en pocas manos. Así pues, aunque sus formas y su carácter han cambiado significativamente desde el surgimiento de las primeras sociedades económicamente estratificadas, la oligarquía ha persistido en todos los periodos históricos y en todas las formas de gobierno siempre que la riqueza ha permanecido concentrada en unas pocas manos.

Relacionado con lo anterior es el hecho de que, dado que la oligarquía se basa en el poder económico, no se ve muy afectada por reformas o procedimientos políticos no materiales. Las instituciones políticas pueden mediar con la oligarquía, atemperarla, domesticarla y modificar su carácter, especialmente en el grado con que los oligarcas se implican directamente en el uso de la violencia y la coerción para defender su riqueza. Ahora bien, la acumulación de poder económico en manos de un conjunto limitado de actores funciona como un potente recurso de poder bajo todo tipo de acuerdos institucionales. Por este motivo, sea cual sea la forma del sistema político, la desigualdad política extrema ha formado pareja con la desigualdad material extrema. Los oligarcas y la oligarquía surgen porque algunos actores consiguen acumular enormes concentraciones de poder económico y luego utilizan una parte de esos recursos para la defensa de su riqueza, con importantes implicaciones para el resto de la sociedad. De ello se deduce que los oligarcas y la oligarquía dejarán de existir no mediante procedimientos democráticos, sino solo cuando se deshagan las distribuciones extremadamente desiguales de recursos materiales y, por tanto, estos dejen de conferir un poder político exagerado a una minoría de actores.15

Este último punto ayuda a explicar por qué la democracia no es de suma cero en lo que respecta a la oligarquía. En un juego de suma cero, lo que uno gana, otro necesariamente lo pierde en la misma medida. Pero democracia y oligarquía se definen por repartos de poder radicalmente diferentes. La democracia se refiere al poder político formal disperso basado en derechos, procedimientos y niveles de participación popular. Por el contrario, la oligarquía se define por una acumulación de poder económico basada en reivindicaciones o derechos sobre la propiedad y la riqueza que se reclaman por medios coercitivos. La naturaleza de los poderes políticos que se amplían o reducen a medida que los sistemas se hacen más o menos democráticos es distinta de la de aquellos otros poderes políticos que se dispersan o concentran económicamente. Esta es la razón por la cual democracia y oligarquía resultan extraordinariamente compatibles siempre que los dos ámbitos de poder no choquen. De hecho, democracia y oligarquía pueden coexistir indefinidamente siempre y cuando las clases bajas no privilegiadas no hagan uso de su mayor cuota política para usurpar el poder económico y las prerrogativas de los más ricos. Este es precisamente el acuerdo político de iguales pero desiguales que existe en todas las democracias capitalistas estables. Además, explica por qué la oligarquía rara vez se ve perturbada por aumentos drásticos de la participación popular o incluso por el sufragio universal: la oligarquía se basa en la concentración del poder material, mientras que la democracia se basa en el reparto del poder inmaterial.

Los próximos capítulos desarrollarán estos argumentos. Un punto de partida clave es que, en la sociedad, las desigualdades materiales importantes generan fricciones y conflictos. Se trata de disparidades que pueden manifestarse de muchas maneras. Tal vez exista un grupo étnico o religioso mucho más rico que otros, o bien puede haber disparidades regionales. Ahora bien, solo entramos en el terreno de los oligarcas y de la oligarquía cuando las desigualdades en cuestión posicionan a un pequeño número de actores ricos contra las masas, que son mucho más pobres (y, en determinadas circunstancias, ponen a los oligarcas unos contra otros). Esas fricciones y conflictos generan importantes desafíos políticos para los ricos. En resumen, las brechas materiales profundas dan como resultado una minoría pequeña de actores (oligarcas); generan conflictos sociales y políticos identificables que plantean retos específicos que esos actores deben afrontar (defensa de la riqueza), y proporcionan simultáneamente una reserva de recursos materiales de poder únicos que se despliegan políticamente para superar los retos (oligarquía). Por tanto, un elemento clave de la teoría oligárquica es la noción de recursos de poder, a la que nos referiremos a continuación.

LOS RECURSOS DE PODER

El concepto de poder es complicado de definir, pues varía según las circunstancias. Algunas formas de poder resultan brutalmente físicas y se expresan de manera directa, mientras que otras son indirectas o permanecen latentes. A veces el poder tiene efectos no porque se utilice, sino porque otros anticipan su uso. Y algunos de los tipos de poder más sutiles operan estructural, cultural o inconscientemente. El enfoque basado en los recursos de poder resulta especialmente útil para comprender a los oligarcas y a la oligarquía porque hace hincapié en capacidades, instrumentos o posiciones particulares que los individuos poseen en concentraciones o cantidades diversas y que utilizan para ejercer influencia social y política. Los oligarcas se definen por el tipo y el tamaño de los recursos de poder que controlan, y por tanto, este punto de vista se basa en analizar la capacidad de poder en un plano individual y no colectivo. Postula que cada individuo posee, dentro de una formación social, una cierta cantidad de poder, por pequeña que sea. La tarea consiste en especificar los tipos de poder que poseen los individuos y estimar sus dotaciones relativas. Algunos recursos de poder, especialmente los basados en la riqueza, son más susceptibles de medición y comparación que otros.16 Al menos teóricamente, si los diferentes recursos de poder pudieran medirse con una escala común, sería posible calcular un perfil de poder individual para cada actor de la sociedad y, a continuación, clasificar cuantitativamente a cada actor de menos a más poderoso. La noción de perfil de poder individual no es más que un recurso heurístico que centra la atención en las posiciones de poder relativo de los actores individuales y no de los grupos o clases. Este método resulta crucial para especificar quiénes son los oligarcas y distinguirlos de otros actores de la sociedad relativamente o nada poderosos.

Según este enfoque, los presidentes, los líderes de movimientos de masas, los señores de la guerra con sus ejércitos o los oligarcas serán mucho más influyentes que la persona media porque su acumulación o distribución relativa en una o más de las categorías de recursos de poder resulta extremadamente alta. Por el contrario, otros individuos de la sociedad presentarán perfiles de poder global mucho más bajos porque su cuota de recursos de poder es muy pequeña en algunas categorías y posiblemente inexistente en otras. Cualquiera que sea el poder de los individuos, latente o manifiesto, casi siempre se amplía cuando los actores se movilizan en redes, asociaciones o movimientos que persiguen objetivos comunes. Sin embargo, tanto los movimientos de masas como las instituciones complejas (es el caso de los Estados) no existen al margen de los individuos que los componen. Por esta razón, el poder colectivo resultado de la movilización y la colaboración en red puede seguir rastreándose desde la perspectiva de la posición de poder aumentada de cada individuo movilizado.

Nos resultará de utilidad pensar en cinco recursos principales de poder individual: el poder basado en los derechos políticos, el basado en los cargos oficiales en el Gobierno o al frente de organizaciones, el poder coercitivo, el poder de movilización y, por último, el poder económico. No se trata de una lista exhaustiva de recursos de poder, pero abarca la mayor parte de los tipos de poder que los individuos pueden poseer en la política y la sociedad.17 La ventaja analítica más importante del enfoque de los recursos de poder es, con mucho, que permite distinguir entre las formas elitistas y oligárquicas del poder de las minorías. Los cuatro primeros recursos de poder, cuando aparecen en manos de individuos de forma concentrada y excluyente, dan como resultado élites. Solo el último, el poder económico, está en el origen de los oligarcas y la oligarquía. A continuación daremos una breve explicación de cada tipo.

Derechos políticos formales

En condiciones de sufragio universal y pocas trabas a la participación política, los derechos políticos formales son el recurso de poder menos escaso y el más diluido en el plano individual. Los derechos y privilegios que comprenden las libertades cívicas incluyen el voto unipersonal, la capacidad de expresar opiniones sin represión y la oportunidad de acceder a la misma información que tienen todos los demás dentro de la sociedad. Dejando a un lado el derecho de reunión, que se tratará por separado en el apartado del poder de movilización, los derechos políticos solo adquieren verdadera importancia entre los individuos a medida que se vuelven más excluyentes, ya sea formalmente o en la práctica. La inmensa mayoría de los habitantes de la llamada Atenas democrática, por ejemplo, no eran ciudadanos, y por tanto sus perfiles de poder individual resultaban muy inferiores a los de la minoría de hombres que disfrutaban de la ciudadanía. Lo mismo ha pasado durante gran parte de la historia de Estados Unidos con los varones blancos que poseyeran un título de propiedad: sus perfiles de poder individual eran sustancialmente más elevados que los de los esclavos africanos, las mujeres o los no propietarios. Además, las asimetrías en los recursos de poder basadas en los derechos políticos y la participación no tienen por qué ser formales. Los perfiles de poder individual de los estadounidenses blancos siguieron siendo muy superiores a los que presentan los antiguos esclavos y sus descendientes aunque haya pasado más de un siglo de la aprobación de la Decimotercera Enmienda a la Constitución de Estados Unidos, que tuvo lugar en 1865.

A lo largo de la historia los individuos han sido excluidos de los derechos básicos en el plano político y de participación ya sea por su condición de ciudadanos esclavos, raza, etnia, género, religión, geografía o riqueza (en tanto que cualificación para participar, no como recurso de poder). Cuando esto ocurre, y especialmente cuando estas bases de exclusión se superponen unas a otras, surgen importantes desigualdades en los perfiles de poder individuales relacionados con este primer recurso de poder. Y, en ausencia de exclusiones importantes, este recurso de poder está más repartido y desaparece en gran medida de la ecuación cuando se comparan los perfiles de poder individual en una sociedad democrática. La historia de la democratización demuestra que la difusión —y por tanto la equiparación de los recursos de poder basados en los derechos políticos y de participación— es altamente sensible a la agitación y la lucha.

Cargos oficiales

Ocupar un alto cargo en el Gobierno, en organizaciones importantes (laicas y religiosas) o en empresas (privadas y públicas) es un recurso de poder que influye enormemente en los perfiles de poder de un número limitado de individuos. En la época contemporánea, estas organizaciones son organismos basados en reglas que concentran el poder mediante la puesta en común de recursos financieros, redes de funcionamiento y agrupaciones de miembros o subordinados que pueden ser captados, dirigidos o controlados por la vía de esas instituciones. La obtención de altos cargos en estos organismos permite a determinados actores ejercer una forma muy concentrada de poder, y disponer de esos recursos de poder se supedita por completo a ocupar los cargos. Por tanto, la pérdida del cargo implica una pérdida de poder. Antes del surgimiento del Estado contemporáneo, el poder de quienes ocupaban altos cargos no era tan limitado ni tan específico, puesto que se mezclaba con (y se reforzaba mutuamente con) los otros cuatro recursos de poder que también poseían. En la época actual, sin embargo, hay mucha más separación de poderes y funciones, de modo que los cargos oficiales confieren poderes particulares con características particulares, y es posible que los individuos ocupen altos cargos a pesar de no tener otros recursos alternativos de poder.

A la hora de construir una definición clara de oligarquía y oligarca resulta importante subrayar que la pequeña minoría de actores que ejercen exclusivamente el recurso de poder propio de los cargos oficiales constituyen élites, no oligarcas. Al existir como algo separado e impersonal de los individuos, los altos cargos se ostentan, pero no se poseen, y los poderes asociados a esos cargos resultan únicos entre todos los recursos de poder por la velocidad a la que pueden aumentar o reducir el perfil de poder de un individuo. El poder del individuo que ostenta el cargo de presidente de Estados Unidos, por ejemplo, sufre un brusco desplome en el espacio de unos minutos el 20 de enero cada cuatro u ocho años, cuando jura su cargo el sucesor. Los individuos que son elegidos o nombrados directores generales de una gran empresa, jefes de un partido o líderes de un sindicato nacional experimentan un aumento repentino y enorme de sus perfiles de poder en relación con todas las demás personas del sistema o la comunidad. Y pueden poseer, en paralelo, otros recursos de poder: el derecho al voto, por ejemplo, o la riqueza personal. Sin embargo, tienen ciertos poderes aumentados que están ligados a su cargo y que solo ejercen mientras ocupan sus puestos.

Es importante hacer estas distinciones desde el punto de vista analítico. Un general situado en la cúspide de una organización militar puede desplegar cientos de miles de soldados como un bloque armado unitario. Sin embargo, esta capacidad no se debe al poder de movilización del general, sino al recurso de poder intrínseco al cargo que ocupa. Además, el oficial lo ejerce de forma temporal y contingente. Una vez que la persona se separa formalmente del uniforme y del cargo, la cadena de mando que se extiende hasta el soldado ya no obedecerá. Y si de todos modos siguiera obedeciendo no será por el poder que confieren el cargo o la posición, sino más bien por los elevados recursos de poder de movilización de un caudillo carismático o rebelde que anteriormente fue general.

Una situación similar se produce en el caso de funcionarios gubernamentales cuyas decisiones implican la asignación de enormes sumas de dinero público dentro de los presupuestos oficiales, e igualmente en el de los directivos de empresas que despliegan cuantiosos recursos en nombre de sus empresas y de los intereses de estas.18 En ocasiones serán actores ricos a título individual (lo que implica recursos materiales de poder que se discutirán más adelante), pero su capacidad para desplegar dinero y capital público o corporativo no se debe a su riqueza personal, sino al recurso de poder intrínseco a sus cargos oficiales. Una vez más, el funcionario o director general lo ejerce de forma temporal y contingente. Si se les quita el cargo, todo el poder individual que poseían para emplear el dinero o dirigir la organización desaparece al momento. Este segundo recurso de poder, especialmente en la época contemporánea, resulta único en el sentido de que tiende a acumularse de forma incremental a través de los ascensos en la carrera, pero también a evaporarse repentina y completamente cuando llegan la jubilación, el despido, la derrota electoral, la expulsión o los límites al mandato.19

Poder coercitivo

Este recurso de poder es uno de los más difíciles de tratar debido a que su papel como componente de los perfiles de poder individual ha cambiado enormemente según las civilizaciones. Al respecto, la idea más importante introducida por Max Weber fue la de centrarse en el rol y el contexto social de la coerción y la violencia como rasgos definitorios del Estado contemporáneo, en comparación con todas las formas políticas anteriores. Antes del surgimiento del Estado contemporáneo, la capacidad coercitiva se encontraba distribuida entre diferentes actores de la sociedad. Esas enormes asimetrías en la capacidad individual de ejercer la violencia llevaban aparejado que el poder coercitivo ocupara un lugar destacado en los perfiles individuales de poder. El logro más destacado del Estado contemporáneo fue el desarme efectivo de todos los individuos o, en el lenguaje de Weber, la capacidad del Estado para conseguir el monopolio de los medios legítimos de coerción. Si un miembro de la sociedad perjudica a alguien y merece un castigo, es el Estado y no el individuo perjudicado quien castiga legítimamente al infractor. La coerción cobra un valor de especial relevancia en el debate sobre la oligarquía porque el cambio en el contexto del poder coercitivo —al pasar del individuo al Estado— es la mayor causa de cambio en la oligarquía a lo largo de toda la historia, y ello se debe a los vínculos entre la violencia, las reivindicaciones de propiedad y la defensa de la riqueza. Porque los oligarcas y la oligarquía dependen enormemente de cómo se hacen valer las reivindicaciones de propiedad y por quién. Lo trataremos con más detalle en la sección dedicada a la defensa de la riqueza. El punto clave en lo que concierne al presente es que el poder coercitivo ha pasado de ser un recurso de poder que era un elemento crucial en el perfil de poder individual de los oligarcas a ser una forma de poder de la élite en el Estado-nación moderno, con actores que instauran la violencia tomando como base su cargo. Los Estados fallidos, por el contrario, se caracterizan por el auge de los señores de la guerra, que combinan elementos de la élite con el poder oligárquico.

Poder de movilización

Este recurso con dos dimensiones se refiere a la capacidad individual de movilizar a los demás o de influir en ellos: dirigir a las personas, convencer a los seguidores, crear redes, reforzar las iniciativas, provocar respuestas e inspirar a la gente para que actúe (incluso, en ocasiones, consiguiendo que asuman riesgos o realicen grandes sacrificios). Estos actores obtienen su extraordinario poder individual de su capacidad para activar el poder político latente en los demás. El poder de movilización se refiere también al cambio, a menudo brusco, de los perfiles de poder individual de los actores que se encuentran en estado de movilización durante un periodo determinado. Empezando por la primera dimensión, a mayor escala tenemos algunos actores muy poderosos que solo ostentan derechos políticos formales limitados: no ocupan cargos oficiales, no tienen armamento, ni capacidad coercitiva (a veces rechazan incluso el considerable potencial coercitivo de las masas que de las que son líderes), ni tampoco grandes fortunas personales. Y, sin embargo, pueden utilizar su carisma personal, su estatus, su valentía, sus palabras o sus ideas para movilizar a masas de individuos de otro modo inocuos y convertir esas multitudes en formidables fuerzas sociales y políticas. A una escala menor, escritores, figuras de los medios de comunicación, comentaristas, eruditos, celebridades y agitadores pueden influir también en grandes cantidades de personas.

En la historia abundan los ejemplos de figuras destacadas con grandes concentraciones de poder de movilización: Mahatma Gandhi, Ho Chi Minh, Mao Zedong, Martin Luther King o Václav Havel poseían una gran capacidad individual para movilizar a los demás. Otros recursos de poder que pudieron haber acumulado, bien como cargos oficiales o al mando de fuerzas de seguridad, se superpusieron posteriormente a este poder primario de movilización.20 E incluso, de manera más modesta, figuras como el académico y activista Noam Chomsky, el agitador mediático Rush Limbaugh, el columnista del New York Times Thomas Friedman, la escritora Ayn Rand, el escritor indonesio Pramoedya Ananta Toer o la presentadora de televisión Oprah Winfrey exhiben importantes concentraciones de poder de movilización debido a su capacidad para moldear las actitudes e influir en las acciones de las personas mucho más allá de sus círculos de colaboradores personales. Como en el caso de los otros recursos de poder descritos anteriormente, estos actores que poseen grandes concentraciones de poder de movilización pertenecen a la categoría de las élites, no de los oligarcas.

Además, el poder de movilización se encuentra condicionado por el grado de avance en los derechos políticos formales. Las libertades cívicas de expresión, asociación y reunión potencian el poder individual de las figuras movilizadoras, así como el poder tanto individual como colectivo de los movilizados. El aspecto más importante de la capacidad de movilización (o de la situación de movilización) como recurso de poder, especialmente en el contexto de un análisis de los oligarcas y del poder oligárquico, es que requiere un nivel importante y sostenido de compromiso personal por parte de los actores implicados para que el recurso de poder sea efectivo y no meramente latente. El poder de movilización no es delegable, sino que es necesariamente directo y se basa en compromisos personales de tiempo y participación (Piven y Cloward 1978, 2000).

Dado que la influencia política se basa en la implicación directa, las cargas y exigencias personales son importantes y de suma cero con respecto a todas las demás actividades cotidianas que podrían llevar a cabo los actores de la movilización (o los movilizados). Ser político requiere inversiones continuas de esfuerzo que compiten directamente con el tiempo disponible para el trabajo, la familia y el ocio.21 Y es probable que los beneficios derivados de ese esfuerzo sean pequeños y se demoren mucho, salvo en momentos de crisis. Esto contrasta fuertemente con la forma en que los oligarcas pueden desplegar y manifestar su poder e influencia, especialmente durante los periodos políticamente ordinarios entre crisis.

Una de las principales críticas a la teoría oligárquica es que, para probar que existe una oligarquía, los analistas deben demostrar primero un alto grado de cohesión activa entre los oligarcas (véanse Aron, 1950, Dahl, 1958 y Payne, 1968). Irónicamente, esta condición previa es uno de los elementos menos importantes para el poder oligárquico, porque el mayor grado de cohesión se exige a aquellos cuyo principal recurso de poder se basa en la movilización, no en la riqueza. La cohesión y la movilización pueden aumentar el poder y la eficacia de los oligarcas, y ello suele ser cierto para todos los actores, se encuentren en la cúspide de la sociedad o en su base. Sin embargo, debido a la naturaleza de los recursos materiales de poder que define a los oligarcas y los convierte en formidables actores políticos, la cohesión es una parte útil, pero no necesaria, de su poder. Otra característica de la capacidad de movilización es que el enorme poder individual de los actores que lideran y movilizan a otros se construye a lo largo de largas carreras, pero puede perderse repentinamente a causa de escándalos personales, errores de cálculo político o infidelidad a los principios o ideologías sobre los que estos actores se movilizan.

La duración y el grado de institucionalización de las fuerzas sociales movilizadas varían en función de distintos factores. En general, el poder de movilización, en el sentido de aumento de poder sobre las masas por parte de individuos concretos, resulta extremadamente difícil de mantener y exige compromisos agotadores de tiempo y energía personales. Y requiere también redes horizontales y personales de un tamaño que los oligarcas nunca necesitan igualar para ser influyentes. Por otro lado, no hay fuerza social más abrumadora que las masas movilizadas. Por difíciles que sean de mantener, incluso las movilizaciones improvisadas son lo bastante explosivas como para superar brevemente a todas las demás categorías de recursos de poder combinadas. Cuando las masas de ciudadanos sin poder se activan a un determinado nivel, ni siquiera el formidable poder coercitivo del Estado contemporáneo puede ser un rival. Por supuesto, las movilizaciones de masas no siempre se dirigen contra las personas que ostentan un poder minoritario en la cúspide de la sociedad. Los oligarcas y las élites intentan aprovechar el poder de los movilizados para sus propios intereses, y a menudo lo consiguen. Sin embargo, el auténtico poder popular surgido desde abajo puede resultar impredecible y muy destructivo para los intereses oligárquicos y de las élites. Tales momentos son raros y pasajeros, y lo que suele ocurrir es que el poder minoritario (oligárquico y de las élites) predomine durante los largos períodos de lo que podría denominarse la política de lo ordinario, es decir, esos dilatados espacios de tiempo entre los diferentes episodios de crisis y movilización.

Poder material

La riqueza es el recurso de poder que define a los oligarcas y pone en marcha las políticas y procesos oligárquicos. Por tanto, los recursos materiales de poder sientan las bases sobre las cuales se erigen los oligarcas como formidables actores políticos. Esos recursos, en sus muy diversas formas (la más flexible de las cuales es el dinero en efectivo), han sido reconocidos desde hace mucho tiempo como una fuente de poder económico, social y político, si bien carecer de riqueza no significa carecer totalmente de poder: uno puede seguir teniendo poder a través de los otros recursos ya comentados. Quienes carecen de dinero y propiedades pueden, por ejemplo, estar formalmente facultados para votar de manera periódica en elecciones con un grado razonable de competencia o bien ocupar cargos influyentes. Sin embargo, las enormes sumas de riqueza concentradas en manos de un pequeño porcentaje de ciudadanos representan un recurso de poder que no solo no está disponible para los que carecen de propiedades, sino que es mucho más versátil y potente que los recursos de poder formales o procedimentales como pueda ser la igualdad de derechos de voto, especialmente cuando se mide en el plano individual.

Es la simple versatilidad del poder económico lo que lo hace tan importante desde el punto de vista político, el poder de comprar la defensa de la riqueza, ya sea en forma de capacidad coercitiva o contratando los servicios defensivos de profesionales cualificados. Además, la magnitud de ese poder al alcance de los oligarcas está limitada únicamente por el tamaño de la riqueza a su disposición. En consecuencia, su influencia política individual no depende de cuánto de su propio tiempo y esfuerzo consuman directamente. El poder de movilización, por el contrario, depende de la actividad personal y coordinada de un gran número de personas cuya implicación directa es difícil de mantener, porque la actividad política intensiva exige un alto nivel de compromiso político que resulta poco común para la mayoría de ciudadanos, y resta tiempo y energía a otras actividades importantes como el trabajo de ganarse la vida, sin ir más lejos. El poder económico es único en el sentido de que permite a los oligarcas comprar la adhesión duradera de otras personas que no necesitan tener ningún compromiso personal con los objetivos de los oligarcas a los que sirven. El único requisito es una compensación material por sus servicios.

Los oligarcas son los únicos ciudadanos de las democracias liberales que pueden perseguir sus objetivos políticos personales de manera indirecta, y sin embargo intensa, por el procedimiento de ejercer una determinada influencia a través de ejércitos de actores profesionales cualificados (las abejas obreras de las clases media y alta que ayudan a producir resultados oligárquicos), los cuales trabajan permanentemente como defensores asalariados a tiempo completo de sus intereses básicos. Con un trabajo diario dedicado en cuerpo y alma a conseguir victorias constantes para los oligarcas, compiten vigorosamente entre sí para atraerse los pagos que estos ofrecen con el objetivo de defender su riqueza y sus ingresos. Estas fuerzas profesionales y defensores a sueldo no necesitan ningún estímulo ideológico para hacer su tarea y no son propensos a la fatiga de la movilización, la desorientación o los objetivos contrapuestos. Se les paga generosamente para que den su máximo esfuerzo año tras año, década tras década: ninguna fuerza social o política que persiga reformas con vista a amenazar los intereses oligárquicos puede igualar esta concentración y resistencia.

En países o comunidades políticas donde el Estado de derecho y los derechos de propiedad son débiles, estos mismos recursos materiales pueden utilizarse para comprar fuerzas de seguridad (a veces incluso milicias o pequeños ejércitos); mantener redes de funcionarios a sueldo; sobornar a policías, fiscales y jueces, e incluso financiar a masas de personas para que se manifiesten en las calles como si fueran auténticas movilizaciones políticas de base.22 Los oligarcas de lugares como Indonesia y Filipinas pueden llegar a calcular —y de hecho calculan— cuánto les va a costar reunir a cientos de miles de personas durante varias semanas para desestabilizar a un Gobierno, o conseguir que las asambleas legislativas voten a favor de leyes que afecten a las fortunas oligárquicas.

Se trata de una forma y un nivel de poder político inimaginables excepto para unos pocos actores de las sociedades a lo largo de la historia. Por ejemplo, determinadas élites con un alto poder de movilización necesitan enormes cantidades de personas reunidas por medio de intensos movimientos sociales y coordinarse con ellas antes de lanzarse a las calles a emprender acciones políticas directas. Los oligarcas no se enfrentan a tales limitaciones: las personas cuyas manifestaciones multitudinarias financian suelen estar subempleadas y desesperadas por conseguir el dinero que los oligarcas les ofrecen. Y tampoco estamos diciendo que los oligarcas que despliegan recursos materiales de poder sean tan influyentes como para ganar todas las batallas o resultar invulnerables a todos los ataques, incluida la confiscación de sus bienes. Durante los periodos de crisis grave, el poder oligárquico siempre es vulnerable ante las oleadas de otros tipos de poder, especialmente las grandes movilizaciones que no pueden financiar ni controlar. La cuestión es más bien que, en especial durante la política de lo ordinario, los oligarcas constituyen un conjunto de actores tremendamente poderoso porque dispone de recursos materiales ingentes inusualmente versátiles y que empequeñecen los recursos de poder de los ciudadanos comunes atomizados que conforman el resto de la sociedad.

A modo de ilustración, Winters y Page (2009) han intentado calcular el poder económico relativo de los diferentes actores sociales en Estados Unidos. Utilizando las estadísticas sobre riqueza, estiman que el estadounidense medio situado en la centésima parte superior del 1 % de la población tiene 463 veces más recursos materiales de poder que el individuo medio situado en el 90 % inferior. Un 1/100 del 1 % sería una oligarquía de no más de 30.000 personas. Casi ni para llenar un estadio de fútbol de los pequeños. Y si definiéramos los oligarcas estadounidenses en un umbral material mucho más alto, Winters y Page calculan que los cuatrocientos estadounidenses más ricos podrían desplegar de media unas 22.000 veces el poder político material del miembro medio del 90 % más pobre, y cada uno de los cien más ricos casi 60.000 veces. Es el recurso de poder más desigualmente distribuido en la sociedad estadounidense, y también el más resistente al reparto y la igualación.

Se trata de una cuantificación del poder de ciertos actores individuales de la sociedad. Esos mismos recursos materiales de poder desplegados por los oligarcas existen igualmente para todos los demás ciudadanos del sistema, solo que en niveles tan bajos y transversales que resultan individualmente insignificantes. De manera colectiva, el poder económico de las clases baja, media y alta (los acomodados, no los fabulosamente ricos) resulta potencialmente enorme. Sin embargo, es inerte e insignificante a menos que pueda desplegarse con fines uniformes en lugar de contrapuestos.23 Las cuestiones materiales influyen más intensamente en las vidas de los que se encuentran en los extremos de la escala: aquellos actores que casi no disponen de recursos materiales (incluso colectivamente) y los que controlan sumas de riqueza casi inimaginables (incluso a título individual). Cualquiera que sea el asunto importante que pueda dividir a los ricos, su unión estriba en estar económicamente centrados y económicamente empoderados. Para tener claros sus objetivos políticos y la capacidad de perseguirlos con la máxima eficacia dependen menos de la cohesión, las redes y la organización que cualquier otro actor de la sociedad. Un compromiso compartido con la defensa de la riqueza y el patrimonio es la fuente de su cohesión como conjunto de actores políticos. Resulta raro el oligarca que utiliza su poder económico para socavar los objetivos comunes de defensa de la riqueza. Ningún otro actor o grupo tiene el interés o la capacidad para igualar o contrarrestar este poder oligárquico si no se encuentra previamente en un estado elevado y sostenido de movilización.

Aunque desdibujado desde finales del siglo XIX, este énfasis en el análisis de los fundamentos materiales de los oligarcas y de la oligarquía tiene una historia que se remonta a la Antigüedad. Conviene que rastreemos esta perspectiva materialista hasta sus orígenes en el pasado. Sin embargo, antes de hacerlo, conviene desarrollar la noción de defensa de la riqueza y el vínculo íntimo entre la propiedad desigual y la coerción.

LA DEFENSA DE LA RIQUEZA

Blomley (2003, 121) sostiene que la propiedad es intrínsecamente relacional y, por tanto, «mantenida frente a otros», y los economistas consideran que los derechos de propiedad son excluyentes en el sentido de que pueden ser ostentados por un individuo o institución frente a reivindicaciones competidoras. Sin embargo, la exclusión también hace que la propiedad sea propensa a la contestación crónica, lo que los economistas denominan costes de refuerzo. La afirmación «todo esto es mío» siempre va a tener respuestas como «¿quién lo dice?» o «¡de eso nada!». Las amenazas que plantean estas impugnaciones aumentan cuanto mayor es la escasez de bienes, si aumenta el número de personas que presentan reivindicaciones y reprobaciones o se hace cada vez más desigual la escala de bienes reclamados por unos pocos.24 Las reivindicaciones, las reprobaciones, la exclusión y la desigualdad explican por qué la propiedad no puede mantenerse sin un medio de refuerzo. La necesidad de fuerza coercitiva eficaz aumenta a medida que aumenta la desigualdad de la propiedad reclamada, y esto crea profundos desafíos políticos para los ricos como individuos y también como grupo. Por esta razón, la defensa de la riqueza es la dinámica política esencial y el objetivo de todos los oligarcas.

El hecho de que minorías muy pequeñas amasen grandes cantidades de riqueza y poder ha sido una pauta constante a lo largo de la historia de la humanidad.25 Sin embargo, debido a los conflictos que acabamos de mencionar, el dominio material de unos pocos nunca ha resultado fácil. Adolf Berle (1959, 98), ideólogo liberal del New Deal estadounidense, observó lo siguiente: «La acumulación de poder económico plantea de inmediato la cuestión de la legitimidad». La gente insiste en preguntarse: «¿Es justo que sea este hombre (o este grupo) quien tenga el poder?». Durante largos periodos de la historia, esa pregunta se respondió mediante un nivel escandaloso de violencia pura y dura. Esto no significa que no se hayan empleado otros medios, puesto que en ocasiones la fuerza bruta por sí sola puede ser un instrumento costoso y poco fiable para mantener una dominación económica estable. «Si unos pocos Grandes poseyeran hasta el último céntimo de la tierra, ¿se sentirían seguros entonces?», se preguntaba Charles Merriam (1938, 858). Si esos mismos escasos potentados «comandaran un ejército que contuviera a todos los hombres y mujeres sanos de un Estado determinado, ¿estarían o se sentirían más seguros? ¿O temblarían, siquiera un poco, al pasar revista a los suyos?». Así pues, la hegemonía ideológica desempeña un papel importante para los oligarcas en la defensa de su dominio material. No hay, según Berle, «ningún caso en la historia en el que algún grupo, grande o pequeño, no haya establecido alguna teoría de derecho al poder». Ahora bien, no hay que hacerse ilusiones. Todas esas teorías, ideologías y normas que sirven para garantizar los derechos de propiedad —incluida la confianza, la bienintencionada obsesión de los teóricos formales— se alzan en última instancia sobre la capacidad coercitiva.26 Propiedad y violencia resultan inseparables.27

Dentro del análisis de los oligarcas y la oligarquía, es importante establecer una distinción clara entre una reclamación de propiedad y un derecho de propiedad. La propiedad es algo fluido, cuyo estatus va cambiando a lo largo de la historia entre reivindicaciones y derechos, y en ocasiones incluso con mezcla de unas y otros en el mismo sistema.28 Ambos se garantizan mediante la violencia y la coerción. Sin embargo, la distinción surge a la hora de definir el lugar de aplicación, es decir, quién o qué proporciona la coerción que asegura una reclamación o un derecho de propiedad. Existen dos grandes posibilidades: que la propiedad se haga valer de manera personalista frente a la comunidad; o bien que se haga valer de forma impersonal, bien por la comunidad (cuando la distribución es bastante equitativa), bien en nombre de la comunidad (cuando la distribución es muy desigual). La primera es una reclamación de propiedad; los dos segundos son derechos de propiedad. El primero se hace valer de forma individual y personalista; los dos segundos, a través de colectividades.

Las demandas de propiedad siempre las hacen valer los propios oligarcas (por separado o conjuntamente) o, a título personal, algún gobernante sultanista que necesariamente es un oligarca destacado.29 Los derechos de propiedad se hacen valer externamente, por un Estado impersonal y a través de las leyes. Por tanto, la imposición estatal por medio de la ley es solo uno de los medios que permiten garantizar la propiedad, y ni siquiera el dominante en la larga historia de las reivindicaciones y los derechos de propiedad. Desde este punto de vista, Jeremy Bentham (1978 [1843], 52) se equivocaba cuando escribió lo siguiente: «La propiedad y la ley nacen juntas y mueren juntas. Antes de que existieran las leyes no había propiedad; si se eliminan las leyes, cesa la propiedad».30 Esto es cierto solo con referencia a los derechos de propiedad, no a las reivindicaciones de propiedad. Mucho antes de que existieran los Estados modernos y las leyes —e incluso allí donde existieron, pero luego se derrumbaron—, los oligarcas y los gobernantes sultanistas han estado aplicando decidida y eficazmente las reivindicaciones de propiedad de forma personalista. Smith (1993, 170) lo explica de forma concisa: «La propiedad privada... precede al Estado».

El reto para los ricos es cómo mantener su afortunada posición material frente a las diferentes amenazas a sus derechos de propiedad. De hecho, la historia de la oligarquía se ha escrito según la forma en que se haya ido afrontando semejante reto a lo largo de los siglos. Cuanto mayores sean la propiedad y la riqueza reclamadas, más numerosas serán las amenazas horizontales y verticales (reprobaciones) y mayor la necesidad de defensas fiables. Cuando el tamaño de la propiedad reclamada es modesto, la riqueza en sí no desempeña ningún papel en la defensa de la riqueza. Sin embargo, a un nivel mucho mayor la riqueza se convierte en un recurso de poder para la defensa de la propiedad y la renta. En otras palabras, a partir de un nivel suficiente de acumulación y concentración, la riqueza y el patrimonio se convierten en poder económico. La relación entre las reivindicaciones individuales de propiedad y los medios para hacerlas valer —los recursos de poder material y coercitivo— resulta fundamental para la oligarquía en sus diferentes formas.

Por tanto, de cara a la existencia y la persistencia de los oligarcas, ambas dimensiones de la defensa de la riqueza —la defensa de la propiedad y la defensa de los ingresos— revisten la máxima importancia. Sin embargo, lo que varía mucho es el peso relativo de cada una de ellas y el grado en que los oligarcas participan directamente en la política de defensa de la propiedad y de los ingresos. Explicaremos por separado las dos vertientes. La defensa de la propiedad se refiere al esfuerzo de los oligarcas o de algún garante externo para asegurar que sus riquezas no sean arrebatadas por quienes las codician. Esa apropiación puede ser vertical, como cuando los pobres de una clase social inferior atacan a los ricos (de abajo arriba) y redistribuyen su propiedad, o cuando un Estado o un gobernante autocrático se apodera de la propiedad (de arriba abajo). También puede ser horizontal, como cuando un oligarca usurpa las propiedades de otro. Como mostrarán los capítulos siguientes, los reclamantes han desempeñado a menudo un papel fundamental y directo en la coerción necesaria para establecer y mantener su riqueza frente a las depredaciones verticales o bien las horizontales por parte de otros oligarcas armados y ricos.

Es importante señalar que, en el caso de los oligarcas, su defensa de la propiedad es muy distinta de la defensa ordinaria de la propiedad personal, que es una obsesión compartida por ricos y pobres en igual medida. Un candado en el domicilio particular, una valla para proteger las bicicletas y los juguetes o un sistema de alarma para evitar que los ladrones se lleven el televisor nuevo o los palos de golf constituyen esfuerzos individuales para defender los efectos personales. Porque, además, para muchas personas, sus bienes personales constituyen la totalidad de su patrimonio. Sin embargo, este no es el caso de los actores ultrarricos, cuyos efectos personales no resultan relevantes para la defensa de su patrimonio. Durante gran parte de la historia, la defensa de la propiedad por parte de los oligarcas ha consistido en garantizar vastos latifundios, o el control de un individuo sobre el sistema de riego de una comunidad, o los derechos sobre la mayor parte de su ganado. Esto ha implicado grandes inversiones personales en capacidad coercitiva para defenderse de ataques violentos.

Como demuestra la historia de la Europa medieval, los grandes aumentos en las fortunas de los oligarcas exigían siempre nuevas e importantes inversiones en mayores defensas: murallas, fortalezas, castillos, torres, vasallos, caballeros, milicias, mercenarios y costosas alianzas contra los enemigos. De lo contrario se arriesgaban a recibir ataques de consecuencias ruinosas, ya que no existía un Estado fiable ni una autoridad externa que ofreciera defensa y seguridad. La situación es muy diferente en el caso de los oligarcas desarmados que se benefician de derechos de propiedad defendidos firme, externa e impersonalmente por un Estado coercitivo. Si un oligarca contemporáneo propietario de miles de millones de dólares gana de repente miles de millones adicionales en un año concreto, no se sentirá obligado a gastar una parte importante de su nueva riqueza en salvaguardar físicamente esa fortuna ampliada. Tampoco se molestará en duplicar el sistema de seguridad de su mansión, ya que no es allí donde se encuentra la nueva riqueza ni tampoco donde va a manifestarse una potencial amenaza.

Cuando solo en el año 2007 los gestores de fondos de inversión estadounidenses Hank Paulson, George Soros y Jim Simons se beneficiaron de un aumento en sus ingresos de entre 1.000 y 3.000 millones de dólares, no hay pruebas de que tuvieran que contratar personal de seguridad, erigir fortificaciones o complementar la capacidad armada del Estado. El hecho verdaderamente revelador es que habría dado igual si sus ganancias anuales en ingresos hubieran sido de 1.000 o 30.000 millones de dólares. Ninguno habría sentido la necesidad de formar una milicia armada para defenderse de las masas de pobres, ni de otros oligarcas depredadores que pudieran atacar y saquear su riqueza, caso de percibirlos como débiles en cuanto a defensas. El contraste es inmenso entre este feliz acuerdo y la mayor parte del resto de la historia, durante el cual siempre hubo una relación entre aumento de la riqueza y aumento de las defensas.

En el caso de los oligarcas contemporáneos, la mayor amenaza la constituyen los impuestos sobre la riqueza recién adquirida, puesto que ellos ya están parcialmente asegurados por Estados que garantizan unos derechos de propiedad sólidos. De esta manera, el establecimiento de esos derechos lo que hace es desplazar el énfasis, en lo que se refiere a la defensa de la riqueza, desde la defensa de la propiedad a la de los ingresos. El auge de los Estados burocráticos y la aplicación fiable de los derechos de propiedad a través de regímenes jurídicos impersonales resuelven la amenaza de la apropiación y la usurpación, por cuanto castigan a todo aquel que atente contra la riqueza y patrimonio de los demás. Y uno de los aspectos más destacados de esta defensa es que resulta independiente del tamaño de la riqueza. Los derechos de propiedad sobre una fortuna gigantesca —que a lo largo de la historia constituyeron una fuente constante de tensión social— se defienden utilizando los mismos métodos y principios que los derechos de propiedad sobre unas sillas de jardín. Y a cambio de que el Estado preste este servicio público, los oligarcas están dispuestos a desarmarse. Sin embargo, en la actualidad es el Estado armado el que plantea amenazas y hace sus propias exigencias en forma de impuestos sobre el patrimonio y los ingresos.

En los Estados de la actualidad, la defensa del patrimonio ya no implica a oligarcas armándose y luchando para defender sus reivindicaciones de propiedad, ni desplegando recursos materiales para contratar la capacidad coercitiva de otros. La defensa de los ingresos, por el contrario, trae aparejada la contratación de capacidades muy diferentes para impedir que les sean detraídos unos valiosos recursos. El esfuerzo de los oligarcas se ha desplazado por tanto en la línea de desplegar recursos que financien a profesionales especializados (abogados, contables, asesores en maniobras de elusión fiscal, grupos de presión) para mantener la mayor parte posible de su riqueza e ingresos fuera de las manos del Estado, y trasladando de esta manera los costes de funcionamiento del Estado, e incluso de la defensa de la propiedad de sus propias fortunas oligárquicas, a los actores más pobres del sistema. Se trata de una carga que recae con especial dureza sobre las clases media y media-alta, cuyos recursos materiales son lo suficientemente grandes como para financiar al Estado (incluidas las políticas de bienestar),31 pero no lo suficientemente grandes desde el punto de vista individual como para comprar los ejércitos de profesionales necesarios para desplazar las cargas financieras hacia arriba, hacia los oligarcas.

El tipo de oligarquía depende siempre de cómo sea el régimen de defensa de la propiedad. Cuando los derechos de propiedad son débiles y las amenazas a las reivindicaciones de propiedad elevadas, las oligarquías se hacen más visibles, porque sus integrantes participan directa y personalmente en la coerción necesaria para neutralizar las amenazas a sus fortunas. Pero la oligarquía tendrá un carácter muy diferente en condiciones en las que las fortunas no solo son muy seguras, sino que institucionalmente están defendidas por un Estado que mantiene un aparato de violencia siempre organizado y ostenta un monopolio fiable de los medios de coerción. Este desplazamiento del contexto de defensa de la propiedad desde el individuo rico a un garante externo cambia por completo el carácter de la oligarquía, pero no por ello elimina a los oligarcas ni la propia oligarquía. Lo que ocurre es que esta se va haciendo menos visible a medida que el compromiso político de los oligarcas, liberados de la pesada carga de la defensa de la propiedad, se aleja del mando directo y de las tareas coercitivas-guerreras para centrarse en el problema más amable de la defensa de los ingresos: qué porcentaje de mi aumento de riqueza puedo conservar. Es un movimiento desde el núcleo materialista de la defensa de la riqueza hasta sus márgenes, desde un evitar la confiscación hasta un evitar la redistribución.

Pero que la oligarquía sea más amable no implica que no exista, y apuntamos dos razones para ello. En primer lugar, aunque la defensa de los ingresos resulta políticamente mucho menos espectacular que la defensa de la propiedad y el gobierno directo por parte de sus propietarios, en todo caso las sumas de dinero que se detraen del erario son enormes, y elevados los potenciales riesgos político-económicos para los oligarcas. Veremos esto de manera especialmente clara en el capítulo 5, al estudiar a los oligarcas en relación con la industria de defensa de los ingresos en Estados Unidos. Ya desde la Antigüedad, el tema de la fiscalidad ha sido siempre un asunto tan importante como conflictivo en el ámbito de la economía política, puesto que tiene vínculos con otras nociones destacadas: justicia, equidad, moralidad, legitimidad y ciudadanía.

En segundo lugar, la defensa de la propiedad es una cuestión casi siempre resuelta por lo que atañe a las democracias ricas. En estos casos, separar la defensa de la acción personal de los oligarcas, sumado al hecho de que el Estado defienda por igual las modestas posesiones de los pequeños propietarios, crea la apariencia de que la defensa de la propiedad ya no representa un reto esencial para la oligarquía. De hecho, la ausencia de los aspectos más directos y visibles de la oligarquía lleva a la impresión errónea de que ya no hay oligarcas, sino solo ciudadanos de a pie que por primera vez en la historia disfrutan de fortunas políticamente neutras. Esta ilusión se rompe en el momento en que el Estado flaquea en su defensa de la propiedad. Existe una correlación directa entre la visibilidad y el carácter directo de la participación oligárquica en los sistemas políticos y en la violencia, por un lado y, por otro, la situación consolidada o no de los derechos de propiedad y las demandas (y quién o qué los hace valer).32

Cuando el régimen de propiedad de los Estados actuales se ha visto perturbado por graves amenazas para los oligarcas y su riqueza, y una vez que se han agotado todas las opciones de huida del capital hacia lugares seguros (Winters, 1996), el carácter de la oligarquía retoma su cara más marcial. Prueba de ello han sido durante el siglo XX los ejemplos en que sistemas democráticos produjeron resultados políticos que amenazaban los derechos de propiedad básicos.33 En algunos de esos casos, como el Brasil contemporáneo bajo la presidencia de Luiz Inácio Lula da Silva o Paraguay bajo la presidencia de Fernando Armindo Lugo Méndez, los oligarcas rurales, amenazados por lo que ellos denominan «invasiones de tierras» campesinas, apelaron primero al Estado para defender sus derechos de propiedad. Cuando eso fracasó, se rearmaron, formaron milicias asesinas y se apoderaron de las fuerzas policiales locales para hacer valer sus reivindicaciones de propiedad (Hetherington, 2009). En otros casos, como el de Chile con Salvador Allende, el Gobierno fue derrocado violentamente por movimientos de derechas cuando la propiedad se vio amenazada por unos resultados electorales inaceptables para los oligarcas.34

LA OLIGARQUÍA Y EL DESVÍO DE LAS ÉLITES

Tal vez la definición material de los oligarcas y la oligarquía puede resultar chocante a los especialistas contemporáneos, y, sin embargo, con anterioridad al auge de la teoría de las élites —que se centraba en otros recursos de poder alternativos—, los análisis de los oligarcas centrados en lo material constituyeron desde la Antigüedad el punto de vista dominante. Fue en el siglo XX cuando los enfoques elitistas se impusieron en los estudios académicos, sobre todo en los trabajos sobre Estados Unidos y otras sociedades industriales avanzadas. El punto de inflexión llegó con las aportaciones de Gaetano Mosca, Vilfredo Pareto y Robert Michels, todos los cuales siguen estando estrechamente asociados a la teoría oligárquica a pesar de su papel fundamental en el cambio hacia enfoques elitistas. Sin embargo, gran parte de la confusión conceptual en torno a los oligarcas y la oligarquía que se observa en la actualidad es debida a una interpretación errónea del materialismo de los antiguos y a una mezcla poco afinada entre la teoría oligárquica y la de las élites. La cuestión merece una breve explicación.

Ya se ha mencionado anteriormente que la definición genérica de oligarquía —ese «gobierno de unos pocos»— está basada en una tipología familiar reproducida una y otra vez en los textos de licenciatura en Ciencias Políticas y que se deriva vagamente de la Política de Aristóteles. En un eje aparece el número de actores que gobiernan (uno, pocos o muchos) y en el otro para quién gobierna cada uno (en su propio interés o en el interés común, es decir, el interés de todos y no solo el de la mayoría). La figura 1.1 reproduce la tipología estándar.

Por lo general, las casillas de la tipología se entiende que reflejan formas separadas de gobierno, lo que implica el paso de una casilla a otra; por ejemplo, de la monarquía a la oligarquía y de esta a la democracia (o a la inversa). El problema con este marco tan generalizado es que ni siquiera se apoya en los argumentos y la lógica de Aristóteles. De hecho, el autor abandona los ejes de la tipología casi tan pronto como los menciona. Al hablar del gobierno de unos pocos o de muchos, Aristóteles desplaza inmediatamente el énfasis del número de actores que ejercen influencia sobre el sistema de gobierno a aquello que explica su número: su posición material, los pocos ricos y los muchos pobres. Él escribe: «Ya sea en las oligarquías o en las democracias, el número del órgano de gobierno, ya sea el mayor número, como en una democracia, o el menor, como en una oligarquía, es un accidente debido al hecho de que los ricos en todas partes son pocos, y los pobres, numerosos» (III viii 1279b 35-9, el subrayado es mío).
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